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PRESENTACIÓN

En esta ocasión, la sección de doctrina de la Revista I1DH recoge las

principales ponencias presentadas en el marco del seminario regional

que realizaran el CICR y el IIDH en la ciudad de San José, Costa Rica, a

mediados de 1991, sobre las medidas nacionales de aplicación del

derecho internacional humanitario.

El I1DH ha considerado de vital importancia el aporte emanado de

dicho seminario sobre el tema y se complace en entregarlo a sus lectores

en este nuevo número de la Revista del IIDH

•
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1. Introducción

Tras la presentación sobre el origen, el cometido y las actividades
del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), nos referiremos al
manda to que le ha sido conferido por la comunidad internacional, reco
nocido en los Estatutos del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y
de la Media Luna Roja, de obrar en favor del desarrollo y de la aplica
ción del derecho internacional humanitario.
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Al respecto recordaremos la obra del CICR a favor del desarrollo del
derecho humanitario y sus acciones relativas a la adopción de medidas
nacionales de aplicación, a adoptar ya en tiempo de paz.

Parece importante indicar aquí los resultados obtenidos tras las ges
tiones realizadas por la institución en ese ámbito, y concluir sobre algu
nas consideraciones relativas al posible seguimiento de esas acciones,
con miras a crear las condiciones necesarias para garantizar la aplicación
efectiva del derecho internacional humanitario, aplicable en situación de
conflicto armado internacional y de conflicto armado sin carácter inter
nacional.

2. Actividades del CICR a favor del desarrollo del derecho
internacional humanitario

Desde su creación, en 1863, el Comité Internacional no ha cesado de
obrar con miras al desarrollo del derecho humanitario. El primer tra
tado multilateral y universal en la materia, el Convenio de Ginebra del 22
de agosto de 1864 para el mejoramiento de la suerte de los militares heridos en
los ejércitos en campaña, lo ha sido a la iniciativa del Comité. Desde en
tonces, sus experiencias generadas a través de sus actividades en los
distintos conflictos que conforman la historia de la humanidad, han ser
vido de base para la preparación de proyectos de acuerdos que, debida
mente negociados por los Estados, han conformado y conforman la evo
lución y la substancia del derecho internacional humanitario contempo
ráneo.

Es así como el CICR, órgano fundador del Movimiento Internacional
de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, ha establecido primero en la
práctica, para ser reconocido luego en los tratados humanitarios y en los
Estatutos del Movimiento, sus responsabilidades respecto al derecho in
ternacional humanitario; responsabilidades que consisten en su labor a
favor de la comprehensión y la difusión del derecho humanitario, ve
lando por su fiel aplicación y preparando paralelamente su desarrollo.

Las acciones del CICR a favor del desarrollo del derecho humanita-
rio pueden resumirse de la siguiente manera:

La primera actividad, frecuentemente repetida a lo largo de más de 127 años
de historia de la institución, consiste en la preparación de proyectos de nue
vas reglas o en la revisión de leyes anteriores fundándose en las necesidades
creadas en razón de la evolución de los conflictos o en la ausencia de leyes
pertinentes aplicables a nuevas situaciones.

Una vez que esos proyectos han sido sometidos a los Estados soberanos,
discutidos y aprobados por ellos, o sea que se han convertid~,en de:echo
positivo, las actividades del CICR se ~on~~ntran en la promoclOn, la inter
pretación y la difusión de la nueva legislación,

Finalmente, varias veces de una manera general, y permanentemente en sus
relaciones con uno u otro Estado, el CICR ha recordado y recuerda la impor
tancia de la adopción de las medidas nacionales de aplicación del derecho
humanitario.

Esencialmente contenido en los Convenios de Ginebra de 1949 y en
sus dos Protocolos adicionales de 1977, el derecho humanitario es una de
las ramas más universales del derecho internacional. Esa universalidad
se manifiesta en el número de Estados Partes en esos acuerdos. De 170
Estados que conforman la comunidad internacional, el 30 de mayo de
1991 165 son Partes en los Convenios de Ginebra de 1949, de los cuales
103 lo son también al Protocolo adicional 1, aplicable en situación de
conflicto armado internacional y 93 en el Protocolo adicional 11, aplicable
en situación de conflicto armado sin carácter internacional.

A pesar de esa universalidad y de la enormidad de esa normativa
jurídica en el plano internacional, mucho queda por hacer a nivel de las
legislaciones y de las prácticas nacionales para que ella pueda encontrar,
llegado el caso, su plena aplicación.

3. Obligación de los Estados de adoptar medidas nacionales de
aplicación

La obligación internacional que contrae un Estado al ser Parte en los
tratados del derecho internacional humanitario no es suficiente en sí
misma para que, formal y prácticamente, se apliquen, se conozcan y se
respeten en su territorio las normas contenidas en esos acuerdos. A me
nudo, es necesario incorporar esos tratados al ordenamiento jurídico in
terno del país concernido, de forma que sus disposiciones puedan ser
oponibles a los individuos que, en definitiva, tendrán que aplicarlo y
responder, en caso dado, de las posibles violaciones.

Es una obligación que emana del principio general del derecho pacta
sunt seroanda (los pactos han de cumplirse), y que se reafirma en el artí
culo 1 común a los Convenios de Ginebra, en el que se establece que «las
Altas Partes Contratantes se comprometen a respetar y a hacer respetar el pre
sente Convenio en todas las circunstancias»,
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El Protocolo 1 adicional va aún más lejos y, en el artículo 80, se esti-
pula que: .

«1. Las Altas Partes Contratantes y las Partes en conflicto adoptarán sin demora
todas las medidas necesarias para cumplir las obligaciones que les incum
ben en virtud de los Convenios y del presente Protocolo.

2. Las Altas Partes Contratantes y las Partes en conflicto darán las órdenes e
instrucciones oportunas para garantizar el respeto de los convenios y del
presente Protocolo y velarán por su aplicación».

De estas disposiciones emana la obligación, para los Estados Partes,
de tomar, ya en tiempo de paz, las medidas necesarias para permitir la
aplicación efectiva del derecho internacional humanitario en período de
conflicto armado.

.,

4. Medidas nacionales que los Estados deban adoptar ya en tiempo
de paz

Sería imposible describir de una manera exhaustiva cuáles son las
medidas nacionales que los Estados deben adoptar ya en período de paz,
o sea desde la ratificación o adhesión a esos acuerdos. Ello dependerá de
la propia legislación y del ordenamiento jurídico interno de cada Estado.

Parece importante además recordar que, ciertas reglas contenidas en
los tratados de derecho humanitario imponen obligaciones precisas a los
Estados, mientras que otras derivan del espíritu mismo de las normas
contenidas en esos acuerdos.

Entre las obligaciones precisas establecidas en los Convenios y en los
Protocolos la principal es, sin duda alguna, la obligación contenida en
los cuatro Convenios (arts, 47,48, 127 Y144 respectivamente) de difundir
lo más ampliamente posible, tanto en tiempo de paz como en tiempo de
guerra, el texto de esos acuerdos en los respectivos países, y especial
mente a incorporar su estudio en los programas de instrucción militar y,
si es posible, civil, de modo que sus principios sean conocidos por el
conjunto de la población, especialmente por las fuerzas armadas comba
tientes, por el personal sanitario y por los capellanes. Esta obligación de
difusión, que incumbe en primer lugar, alos Estados Partes, fue reafir
mada en los Protocolos adicionales 1 y II (arts. 83 párr. 1 y 19 respecti
vamente).

El Protocolo 1 va aún más lejos, estableciendo también ciertas obliga
ciones referentes a los medios, tales como la designación de personal cali-

{icado (artículo 6) o de asesores jurídicos de las fuerzas armadas (artículo
82) que también en tiempo de paz, deberán desempeñar una importante
función en el ámbito de la difusión del derecho humanitario.

La obligación de difundir dichos textos jurídicos implica lógica
mente la necesidad de traducirlos al (a los) idiomats) nacíonalíes) para
que ellos sean comprendidos. En los cuatro Convenios se dispone (arts.
48, 49, 128 Y 145, respectivamente, y 84 del Protocolo D que "las Altas
Partes Contratantes se comunicarán, lo más pronto posible por mediación del
'depositario y, en su caso, por mediación de las Potencias protectoras, sus tra
ducciones oficiales del presente Protocolo, así como las lelJes y reglamentos que
adopten para ga.rantizar su aplicación".

Los Estados en los que no se hable francés, inglés -idiomas auténti
cos de los Convenios de Ginebra -españolo ruso- idiomas en los que se
encargó al depositario que hiciera traducciones oficiales (a los que ha de
añadirse el chino y el árabe para los Protocolos. adicionales), deben tra
ducir dichos textos a sir(s) idiomaís) nacionalíes). Dichas traducciones
tienen una doble finalidad: facilitar la difusión y permitir la aplicación

de ciertas disposiciones convencionales.

Las Altas Partes contratantes también tienen la obligación de repri
mir las infracciones graves al derecho humanitario, considerados como
crímenes de guerra (arts. 50, 51, 130 Y 147 de los cuatro Convenios res
pectivamente, arts. 11, párr. 4 y 85 párr. 3 y 4 del Protocolo D.

Puesto que la sanción sólo puede determinarse a nivel interno, el de
recho humanitario impone al legislador nacional la obligación de adop
tar las medidas necesarias a fin de dar ejecutoriedad de las obligaciones
establecidas (arts. 49, 50, 129 Y 146 de los cuatro Convenios respectiva-

mente).

Lo mismo cabe' señalar con respecto al uso del emblema de la cruz
roja y de la media luna roja, cuya utilización abusiva deberá ser pasible

de la sanción correspondiente.

Existe paralelamente la necesidad de adoptar medidas de orden
práctico para proteger el espíritu de los principios sentados en esos
acuerdos. A fin de evitar que la población civil sufra los efectos de las
hostilidades, los objetivos militares, tales como los cuarteles, deben estar
en todas circunstancias alejados de zonas densamente pobladas.
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5.

6.

Cuestiones emprendidas por el CICR con miras a la adopción de
las medidas nacionales

En el pasado el CICR ha realizado diversas gestiones relativas a las
medidas nacionales de aplicación que deben adoptarse ya en tiempo de
paz. Los r~sultados de esas gestiones han sido objeto de Informes
presentados en las Conferencias Internacionales de la Cruz Roja.

Con el apoyo de la Conferencia Internacional y con la colaboración
de las Soci:dades ~acionalesde la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, el
CICR habla recopilado en 1965 y 1969, información sobre las medidas
adoptadas para reprimir las infracciones graves a los Convenios de
Ginebra por 49 Estados'.

. El CI~R recogió asimismo información de aproximadamente el
n:~smo numero de Estados sobre las legislaciones relativas a la protec
Clan del em~lema y del nombre de la cruz roja y de la media luna roja,
que han SIdo también materia de Informes presentados a las
Conferencias, Internacionales.

Paralelamente a esas gestiones globales, de sus contactos con las au
toridad:s ~a.ci.o~ales,así como en respuesta a diferentes solicitudes y, de
su propI.a íniciatíva, el CICR ha recogido información remitida tanto por
los Gobíemos como por las Sociedades Nacionales sobre las medidas
adoptadas para permitir la plena aplicación del derecho humanitario,

Resolución V de la XXV Conferencia Internacional de la Cruz Roja
(Ginebra, 1986) .

E"n 1985: los Protocolos adicionales en vigencia desde 7 años antes,
un nume:o Im?Ortante de Estados siendo ya Partes, y una buena parte
del trabajo de Interpretación concluido -el CICR publicó el Comentario
de los Protocolos en 19862- la institución interpela la XXV Conferencia
Internacional de la Cruz Roja sobre el tema de las medidas nacionales de
aplicación del derecho humanitario.

Véanse los informes titulados: "Respeto a los Convenios de Ginebra. Disposiciones
tomadas para reprimir las violaciones" presentados por el CICR a la XX Conferencia
Internacional (Viena, 1965) ya la XXIConferencia Internacional (Estambul, 1969).

2 Commentaire des Protocoles Additionnels du 8 [uin 1977 aux Conventionsde Genéue du 12
aoút 1949, Edition et coordination: Yves Sandoz, Christophe Swinarski, Bruno
Zimmermann, CrCR, Geneve, 1986.

Desde el principio pareció necesario no limitarse únicamente a los
Protocolos, recientemente adoptados, no sólo en razón de su carácter de
instrumentos adicionales, sino sobre todo en razón de la falta de infor
maciones a disposición sobre los Convenios de Ginebra mismos, en vi-

gencia desde 40 años antes.

Así, el CICR presenta a la XXV Conferencia Internacional, reunida
en Ginebra, en octubre 1986, un documento de trabajo y un proyecto de
resolución, sobre cuya base, tras fusionar ese proyecto con otro, la XXV
Conferencia adopta, por consenso, su Resolución V.

En lo esencial esa resolución:

reafirma 'Ia obligación de los Estados Partes en los Convenios y en los
Protocolos de adoptar las medidas nacionales de aplicación, así como la
obligación de informarse mutuamente sobre las medidas adoptadas,

invita a las Sociedades Nacionales a asistir y a cooperar con sus autoridades
nacionales respectivas en el cumplimiento de s~s obligaciones,

exhorta a los Gobiernos y a las Sociedades Nacionales a informar al CICR
sobre las medidas adoptadas o al estudio,

pide al CICR que reúna y evalúe esa información y que informe regular
mente a las Conferencias Internacionales de la Cruz Roja y de la Media Luna
Roja. .

La Resolución V recuerda las obligaciones de los Estados Partes en
los tratados humanitarios tal como contenidas en el artículo 80 del
Protocolo 1, que éste establece que las Altas Partes Contratantes adopta
rán sin demora todas las medidas necesarias para cumplir las obligacio
nes que les incumben en virtud de los Convenios y del Protocolo. Esa
Resolución recuerda asimismo la obligación de los Estados contratantes
de informarse mutuamente, a través del Estado depositario (Suiza), so
bre las leyes y :~glamentos adoptados con miras a garantizar el réspeto
de las obligaciones contraídas. .-

Lo que es nuevo en la Resolución V es la exhortación a los Estados a
informar al CICR sobre las medidas adoptadas o al estudio, y el pedido
al CICR de reunir y evaluar las informaciones recibidas.

En realidad la Resolución V debiera haber sido autosuficiente en el
sentido que los destinatarios deberían haber informado al CICR sobre
tales medidas, no sólo en razón de los propios términos de la
Resolución, sino también porque su texto había sido remitido junto al
mensaje del Dr. A. Abu Goura, Presidente de la Comisión Permanente
de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, a todos los participantes a esa
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Conferencia -Estados Partes en los Convenios de Ginebra y Sociedades
Nacionales- para informarse sobre el seguimiento dado a las resolucio
nes adoptadas por dicha Conferencia Internacional.

En razón de no haber recibido ninguna información sobre el segui
miento dado a esa Resolución, el CICR emprendió una serie de gestiones
escritas ante de los Estados Partes en los Convenios de Ginebra de 1949
y las respectivas Sociedades Nacionales, a fin de obtener informaciones
sobre las medidas legislativas y prácticas tomadas o previstas para ga
rantizar la aplicación del derecho humanitario, así como toda contribu
ción a una reflexión y posterior acción en este ámbito.

Por lo que respecta a las Sociedades Nacionales cabe recordar el rol
particular que les incumbe en relación con las gestiones relativas al se
guimiento de la Resolución V, que es aquel de participar junto al CICR e
incitar a las autoridades nacionales al cumplimiento de sus obligaciones
sirviendo, en la medida de lo posible, de referencia y apoyo útil.

Las gestiones escritas iniciadas han sido las siguientes:

a. Carias circulares del28 de abril de 1988

El 28 de abril de 1988 el CICR se dirigió por medio de cartas circula
res a todos los Estados Partes en los Convenios y a las respectivas
Sociedades Nacionales. En esa correspondencia se realiza una presenta
ción del tema, se tratan algunas cuestiones generales referentes princi
palmente a la relación entre el derecho internacional y el derecho interno
de cada Estado, y lo que considerarnos 'más importante, se adjunta una
lista indicativa de las normas que necesitan, o que pueden necesitar, la
adopción de medidas nacionales de aplicación. Esta lista indicativa cons
tituye.a nuestro parecer lo esencial del documento que, adaptada a las
exigencias del ordenamiento interno, permitirá a los Estados de transmi
tir al CICR la información pertinente.

En esa ocasión ha sido también señalado que el CICR esperaba con
gran interés de recibir sugerencias sobre cómo podría mejor asistir a los
Estados en el cumplimiento de sus obligaciones.

Se señala asimismo que la solicitud del CICR es independiente de la
obligación convencional contraída por los Estados al ratificar o adherir a
esos acuerdos de informarse mutuamente a través del depositario sobre
las medidas adoptadas.

o sea que en la práctica se establece una doble transmisión de la in
formación. Por un lado los Estados deberían informarse mutuamente a
través del depositario sobre las medidas adoptadas, y por otro deberían
informar al CICR, a éste último de una manera más completa, ya que
sería no sólo sobre las medidas adoptadas sino también sobre aquellas
previstas, incluyendo también sugerencias sobre ~a mejor ma~era de
asistirles de modo a permitir establecer una estrategia en ese sentido.

b. Cartas circulares del 15 deagosto de 1989

Pasado un año desde el envío de esas cartas circulares, y en razón
del reducido número de respuestas recibidas, el CICR se dirigió nueva
mente, el 15 de agosto de 1989, a los mismos destinatarios r~cordándo~es

su deseo de recibir las informaciones pertinentes y agradeciendo a qUie
nes habían respondido a su primera gestión. El CICR aprovech? est.a
ocasión para indicar que de cierta manera las re~puestas hasta alh rec~

bidas no correspondían a lo que hubiese deseado ya que en la mayona
de los casos no estaban guiadas por la lista indicativa, ni acompañadas de
los textos legislativos o reglamentarios pertinentes.

Las deficiencias más ~alientes de esas respuestas consistían precisa-

mente en:
el hecho que en la mayoría de los casos las leyes, decretos ~ r~glamentos

pertinentes, en el idioma nacion~l ~ tr~ducido~ a uno ~e los Idromas de la
Conferencia Internacional (frances, inglés, español) no fíguraban en Anexo,

no había indicación sobre la transmisión de la información a través del de
positario salvo dos excepciones (Suiza y Países Bajos),

las informaciones contenidas en las respuestas figuraban en un orden que
difería de la lista indicativa lo que en muchos casos complicaba sobremanera
un análisis comparativo,

ninguna opinión osugerencia sobre la manera en cómo -ci CICR podía asistir
a los Estados había sido presentada.

De los 163 Gobiernos contactados, el CICR había recibido, el 30 de
abril de 1991,51 respuestas de la parte de los Gobiernos y 29 respuestas

de parte de las Sociedades Nacionales.

Esta indicación no es especialmente relevante, en la medida en que
ciertas de esas respuestas no son sino que meros acuses de recibo. Sin
embargo, ciertas indican ya la constitución de comisione~ i~terdepa:ta

mentales u organismos similares, encargados de dar seguImIen~~a .nIvel
interno a la Resolución V. Un cierto número contienen en cambio infor-
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adopción de las medidas nacionales. Es por ello que el CICR preparó un
documento titulado "Propuestas con miras a asistir a los Estados a apro
bar medidas nacionales de aplicación del derecho internacional humani
tario" que envió a todos los Gobiernos por medio de una nota verbal ya
todas las Sociedades Nacionales por carta circular en fecha del 18 de
enero de 1991. Ese documento recopila una serie de propuestas hechas
por expertos en la materia y resume aquellas realizadas con. ocasión del
"Seminario regional sobre la aplicación del derecho íntcrnacíonal hum~
nitario", organizado por el CICR en colaboración con la Cruz ROJa
Búlgara y el Instituto de Derecho Humanitario~qu: se ll~vó a ca~o en
Septiembre de 1990 en Sofía, Bulgaria". Ese Seminario ha SIdo la pnmera
experienciá "a nivel regional en la materia, y es seguido por el presente.

Las propuesta~ compiladas en el documento antes mencionado, son

las siguientes:
Centro dedocumentación. Sobre la base de las i~ormaciones enviadas por los
Estados Partes a los Convenios de Ginebra el CICR constituiría un centro de
documentación. La información allí contenida sería, a término, incorporada
en un banco de datos accesible al público.

Seminarios regionales. La primera experiencia llevada a cabo en Sofía, ha sido
considerada muy positiva y ha permitido identificar a los responsables, a
nivel nacional, de dar seguimiento a la ma teria, permitiendo asimismo crear
contactos directos entre las autoridades respectivas de países vecinos y de

ellos con el CICR.

Leyes-tipo. Podría,preverse la prep,aración d~ leyes-tipo referentes ~n <:!~rtos
ámbitos que requieran la aprobación de me~ldasnacionales de aplicación.

Cabe señalar que varias veces el CICR ha sido invitado a preparar
leyes-tipo, y que, en 1951, preparó una ley-tipo sobre la protección y el
uso del emblema de la cruz roja y de la media luna roja, que fue usada
como modelo poor una serie de Estados. Esa ley-tipo ha sido publicada en
la Revista Internacional de la Cruz Roja.

Tras la adopción de los Protocolos adicionales de 1977 ese modelo
cayó en desuso ya que los Protoéolos extienden el uso del emble;na. E~
cierta medida puede decirse que ha sido reemplazada por la GUla expli
cativa para el uso y la protección del emblema, que figura en el Informe
presentado por el CICR a la XXIV Conferencia Internacional de la Cruz

Roja, de Manila en 1981.

•

maciones substanciales sobre las medidas adoptadas, sobre proyectos o
previsiones.

Un breve análisis de las informaciones recibidas permite indicar que
un cierto número de Estados ha adoptado una legislación penal para re
primir las infracciones graves al derecho humanitario, así como para
sancionar el uso abusivo del emblema. Sin embargo, las informaciones
recibidas no son completas en la medida que no responden, por ejemplo,
a la problemática de la imprescribilidad, ni de la asistencia mutua en
material penal. Pocos Estados han informado sobre la designación de
asesores jurídicos ante las fuerzas armadas, sobre el estatuto del perso
nal y la organización de la protección civil, o la creación de Oficinas ofi
ciales de información.

Es imposible en este marco realizar un análisis exhaustivo sobre el
estado de la cuestión. Hemos para ello preparado una Recopilación so
bre las respuestas recibidas de los Estados a nuestras gestiones. Esa
Recopilación, que sigue la lista indicatioa antes mencionada incluyendo
por orden alfabético francés las respuestas relativas a cada artículo de
los Convenios y de los Protocolos, acompañará en Anexo el Informe
"Aplicación del derecho internacional humanitario. Medidas a nivel
nacional" (doc. C.I/4.1. / 1) que será sometido por el CICR a la XXVI
Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja
(Budapest,1991).

Ese Anexo será periódicamente actualizado y pretende ser un ins
trumento útil para todos aquellos que,trabajan en la materia permitiendo
un análisis comparativo de las diferentes tendencias, y esperando sirva
de inspiración o referencia para los Estados que necesitan completar o
adaptar su legislación nacional.

Esta Recopilación, cabe recordar, no es necesariamente representa
tiva, ya que condensa sólo las informaciones obtenidas por el CICR tras
sus gestiones actuales. Somos conscientes que muchos Estados pueden
o deben tener una legislación nacional conforme, que no figurará necesa
riamente allí en razón que la información no ha sido transmitida al
CICR.

c. Notas verbales y cartas circulares del18 de enero de 1991

Las respuestas recibidas a las gestiones antes mencionadas no se
pronunciaban sobre las iniciativas que el CICR podría tomar para mejor
asistir a los Estados en el cumplimiento de las obligaciones relativas a la 3 Véase: "Seminario sobre la aplicación del derecho internacional humanitario" Revista

Internacional de la Cruz Roja, número 104, marzo-abril de 1991, pp. 237-248.
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Otro intento fue llevado a cabo por el Sexto Congreso Internacional de
Derecho Penal, que tuvo lugar en Roma en 1953 y donde la represión de
las infracciones graves a los Convenios de Ginebra figuraban a la Orden
del día. Ese proyecto ha sido publicado en la Revista Internacional del
Derecho Penal. Sin embargo, como las discusiones en aquel momento ya
lo demostraban, es sobre todo en la definición de las infracciones que
una uniformidad podría manifestarse, ya que la sanción correspondiente
es materia interna de cada Estado.

Parecería así más apropiado elaborar leyes-tipo que debieran adop-
tarse a las distintas zonas o sistemas jurídicos.

Asesoramiento por parte del CICR. El CrCR participaría en el estudio y en la
evaluación de leyes, medidas administrativas y prácticas necesarias, previs
tas o en estudio.

Ello supondría la ampliación de una práctica existente, cuyos límites actua
les, sin el soporte de las autoridades concernidas, son conocidos.

Cooperación internacional. Sería factible que una cooperación internacional
entre Estados y Sociedades Nacionales de países con sistemas jurídicos simi
lares se instaure.

Esa cooperación podría materializarse a través del intercambio de ideas o
experiencias.

Informes periódicos. Este sistema, similar al existente en una serie de tratados
sobre la protección internacional de los derechos humanos, podría suponer
la constitución de organismos específicos destinados al análisis de las legis
laciones nacionales en la materia.

De las respuestas recibidas a la fecha' surge la impresión que los
Estados contactados desearían continuar con el tren de medidas hasta
ahora adoptado por el CICR, que ha permitido iniciar gestiones a nivel
nacional para dar el debido seguimiento a la materia.

7. Conclusión

De las informaciones recibidas por el CICR tras sus gestiones por es
crito, se deduce que queda mucho por hacer en el plano nacional para
que el conjunto de normas del derecho internacional humanitario pueda
ser efectivamente aplicable.

La iniciativa de reuniones regionales que permiten un intercambio
de experiencias debería coadyuvar a los esfuerzos iniciados con miras a
participar al proceso de sensibilización sobre la importancia de la mate
ria.

No es, sin embargo, sino que a través de una voluntad real de .los
Estados, principales destinatarios de las normas del.der~~hohumanita
rio, que las condiciones necesarias para su plena aplicacíón se encontra-

rían reunidas.

Ello no significa que la conjunción de los esfuerzos de las Sociedades
Nacionales y de las autoridades gubernament~l:sno sea U?o .de los
medios más eficaces para examinar la problemática y darle debído se-
guimiento, a fin que las condiciones exigidas par~ garantiz~r.el plen~

respeto del derecho humanitario puedan ser reunI~as, permItI~ndoaSI
se cumpla con su objetivo fundamental de dar debida protección a las
víctimas de las situaciones de conflictos armados.




